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1 .  i n t roducc i n :  h e rmen ut i c a  c ontrac tua l , 
c od i f i c ac i n  y  e l  i n v enc i b l e  h i lo  d e  la  h i s to r i a
El tema de la hermenéutica contractual y la vigencia de su regulación en el 
Código Civil es una buena muestra de que los juicios sobre la vigencia y la 
necesidad de actualización o reforma implican un discurso más allá de las nor-
mas frías e inertes1. En efecto, evaluar, valorar y diagnosticar la vigencia de 
una codificación se debe entender como la necesidad de verificar si ella posee 
las herramientas para afrontar situaciones que se presentan en la actualidad, 
en el mundo contemporáneo. Por este motivo, el presente escrito parte de 
la siguiente pregunta: ¿la concepción de hermenéutica contractual que se 
desprende del Código Civil de Andrés Bello y las reglas allí consagradas son 
suficientes para afrontar las nuevas realidades del contrato del siglo xxi, o 
requieren de ajustes o, incluso, de una renovación total?
El Código Civil de Andrés Bello, sin lugar a duda, formalmente está vi-
gente. Pero para hacer un análisis diagnóstico de su vigencia material no se 
puede perder de vista cuál es la dimensión histórico-política de esa codifica-
ción2. Un Código es un testimonio de un momento histórico, ni siquiera es 
* Profesor del Departamento de Derecho Civil de la Universidad Externado de Colombia.
1 pio caroni, Escritos sobre la codificación, Madrid: Dykinson, 2012, p. 124: “los códigos son 
como las fundas vacías que, pensadas y realizadas para un contenido muy específico, 
son utilizados también algunas veces como contenedores en los que puede acomodarse 
–según el espacio disponible– cualquier otro objeto”.
2 Sobre la dimensión histórico-política de las codificaciones, véase ibíd., passim, en particular 
pp. 132 y ss.; jan peter schmidt, “Kodifikation”, en J. Basedow et al. (eds.), Handwör-
terbuch des Europäischen Privatrechts, Tubinga: Mohr Siebeck, 2009, pp. 986 y ss.
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una ruptura con el pasado3, sino que, usando la expresión de Guzmán Brito, 
es una consolidación de lo que venía4.
En otras palabras, ese código, al constituir solo un punto en el tiempo, por 
arte de magia no conlleva la desaparición del entramado de cultura, conceptos 
y teorías dentro de las cuales se incrusta5. El derecho no se reduce a la ley, es 
bien sabido, sino que, como ha indicado el gran jurista y comparatista Rodolfo 
Sacco, implica al menos otros dos vectores, la jurisprudencia y la doctrina6. 
De hecho, son estos dos vectores los que terminan dándole vida a las dispo-
siciones del Código Civil, de lo contrario las normas se reducen a entes fríos, 
inertes y vacíos. Desde otra perspectiva, la codificación tampoco va a impli-
car que el derecho quede congelado en el tiempo7, ya que los hechos sociales, 
económicos, políticos y culturales son cambiantes y dinámicos, al igual que 
el derecho, y este tiene que responder tarde o temprano a esos cambios de la 
realidad, así como a sus propios cambios y transformaciones8.
3 paolo grossi, Mitología jurídica de la modernidad, Madrid: Trotta, 2003, p. 70: “la historia 
no opera nunca por saltos imprevistos y el futuro tiene siempre un rostro antiguo. Lo que 
importa es el nacimiento y la formalización acabada de una mentalidad manifiestamente 
nueva que embiste en el corazón del orden jurídico, es decir, en la manera de concebir y 
de realizar la producción del derecho”. Un estudio sobre cómo la expedición de un código 
no rompe automáticamente con el pasado, para el caso de la expedición del bgb alemán, 
se encuentra en reinhard zimmermann, Derecho romano, derecho contemporáneo, derecho 
europeo. La tradición del derecho civil en la actualidad, Bogotá: Universidad Externado 
de Colombia, 2010, pp. 75 y ss., concluyendo en p. 126: “De modo que, si el bgb solo 
constituye una etapa de transición dentro de una tradición continua, es completamente 
artificioso considerar el 1.º de enero de 1900 como un punto de ruptura que separa el 
pasado del presente”.
4 alejandro guzmán brito, La fijación y codificación del derecho en Occidente. Valparaíso: 
Universitarias de Valparaíso, 2017, pp. 226 y ss.: “resulta paladina la distinción establecida 
por Bello entre reforma y codificación (consolidación): la primera, en síntesis, consistía 
en formar un cuerpo nuevo de derecho nuevo; la segunda, en formar un cuerpo nuevo, 
pero de derecho previgente”.
5 reinhard zimmermann, “Codification. The civilian Experience Reconsidered on the 
Eve  a Common European Sales Law”, ercl, vol. 4, n.º 8, 2012, p. 379.
6 rodolfo sacco, “Legal Formants: A Dynamc Approach to Comparative Law” I. The 
American Journal of  Comparative Law, vol. 39, 1991, pp. 21 y ss.
7 zimmermann, “Codification. The civilian…”, óp. cit., p. 379.
8 En el fondo, se trata de las relaciones de mutua influencia entre derecho y sociedad. En 
este sentido, sobre las denominadas dimensiones “interna” y “externa” del derecho, véase 
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Teniendo en cuenta lo señalado, la exposición se dividirá en tres partes. 
En un primer momento se señalarán las particularidades de la disciplina 
de la interpretación introducida por Andrés Bello, para tratar de desentra-
ñar qué se proponía con ella, qué tenía en mente el codificador en el mo-
mento histórico en el que tomó las decisiones que tomó (2). Ahora bien, 
es evidente que desde el momento en el que el Código Civil de Bello en-
tró en vigencia, muchas cosas cambiaron, tanto desde el punto de vista de 
la teoría de la interpretación en general –cambios que se verían reflejados en la 
interpretación del contrato–, como también respecto del contrato mismo que, 
como institución social y económica, sufrió grandes transformaciones. Por 
eso, en una segunda parte se recorrerán rápida y puntalmente algunas de esas 
transformaciones que han influido de una u otra manera en la arquitectura de 
la hermenéutica contractual (3). Finalmente se hará una evaluación general y 
se dará una respuesta al interrogante planteado sobre la vigencia de las nor-
mas que regulan la hermenéutica contractual en el Código Civil (4). En cierta 
manera, se puede afirmar que el escrito ofrece una mirada al pasado, presente 
y futuro de las normas sobre la hermenéutica contractual.
2 .  una  m i rada  a l  pa s ado :  ¿qu   t en  a 
e n  m ent e  e l  c od i f i c ador ?
Lo primero que se debe analizar es la lógica de la hermenéutica contractual que 
se cristalizó en el Código Civil. En este contexto, se debe tener en cuenta que las 
normas en materia de interpretación e integración del contrato son un ejemplo 
del carácter original y endógeno del Código Civil de Bello9; en efecto, en estas 
materias resulta evidente que Andrés Bello abrazó la tradición romanista al 
adoptar las reglas racionalizadas a lo largo de varios siglos, pero también se 
douglas litoWitz, “Internal versus External Perspectives on Law: Toward Mediation”, 
Florida State University Law Review, vol. 26, n.º 127, 1998, pp. 127 y ss.
9 En general, sobre el carácter original del Código Civil de Bello, ex multis, guzmán brito, 
La fijación y codificación del derecho…, óp. cit., p. 82: “El Código Civil chileno …] vino 
a superar a todos los códigos de su época, incluso al francés. Por su redacción, el código 
de Bello es una alta manifestación de las letras castellanas. Por su sistematización, es un 
modelo de lógica jurídica”.
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apartó en sus decisiones del que para ese entonces era el modelo imperante, 
el Code Civil francés, y enriqueció su perspectiva bebiendo de otras fuentes10.
Una primera observación es que, desde el punto de vista sistemático11, 
Andrés Bello desvincula el tema de la interpretación del contrato al del efecto 
de las obligaciones12, a diferencia del Code Napoléon, en donde precisamente 
el tema de la interpretación contractual hace parte de una sección dentro del 
capítulo dedicado a los efectos13, lo que puede ser leído como una decisión 
de otorgarle su propia dignidad a un proceso que resulta determinante en la 
fijación de las obligaciones de los contratantes.
Una segunda observación que se puede hacer es que el Código Civil de 
Andrés Bello maneja los tópicos fundamentales consolidados en la tradición, 
en particular el binomio intención-literal14, a los que se agregan los cánones 
clásicos de interpretación conforme a la naturaleza del contrato, la interpreta-
ción sistemática, la interpretación que privilegia la producción de efectos de las 
cláusulas y la interpretación a favor del deudor y en contra del predisponen-
te, así como otras reglas de lógica racional como lo son las de interpretación 
10 Sobre las diferentes fuentes que alimentaron la obra de Bello, véase alejandro guzmán 
brito, Andrés Bello codificador. Historia de la fijación y codificación del derecho civil en Chile, 
t. i, Santiago: Universidad de Chile, 1982, pp. 407 y ss.
11 Sobre la forma como, en general, se aparta desde el punto de vista sistemático el Código 
Civil de Bello del Código Civil francés, véase alejandro guzmán brito, “La sistemática 
del Código Civil de Andrés Bello”, en Andrés Bello y el derecho latinoamericano. Congreso 
Internacional, Roma, 10/12 de diciembre de 1981. Caracas: La Casa de Bello, 1987, pp. 326 
y ss.
12 Libro iv, “De las obligaciones en general y de los contratos”, título xii, “Del efecto de las 
obligaciones”, y título xiii, “De la interpretación de los contratos”.
13 Libro iii, “Des différentes manières dont on acquiert la propriété”, título iii, “Des contrats ou 
des obligations conventionnelles en général”, capítulo iii, “De l’effet des obligations”, sección 
v “De l’interprétation des Conventions”.
14 Sobre la extensa y compleja tradición de este binomio, por todos, benoit frydman, Le 
sens des lois. Histoire de l’interprétation et de la raison juridique, Bruselas: Bruylant, 2011, 
passim.; sobre los orígenes y significados del binomio en el derecho romano, javier m. 
rodríguez olmos, “Algunas observaciones sobre el id quod actum est en la experiencia 
negocial romana”, en Sistema jurídico romanista y subsistema jurídico latinoamericano. 
Liber discipulorum para el profesor Sandro Schipani, Bogotá: Universidad Externado de 
Colombia, 2013, pp. 469 y ss.; reinhard zimmermann, The Law of  Obligations. Roman 
Foundations of  the Civilian Tradition, Ciudad del Cabo: Juta & Co., 1990, pp. 622 y ss.
Javier M. Rodríguez Olmos 301
extensiva y restrictiva15. Sin embargo, también saltan a la vista algunos cambios 
sustanciales incorporados por Andrés Bello que muestran una comprensión 
más profunda del proceso interpretativo. Para señalar algunos de los más 
importantes, basta con ver cómo Andrés Bello se refiere a que debe estarse a 
la interpretación que cuadre con la naturaleza del contrato16, a diferencia del 
Código Civil francés que remite a la materia del contrato17, un cambio que 
no es solo terminológico, sino que evoca una idea proveniente de las elabora-
ciones medievales y que atan la interpretación a una concepción mucho más 
objetiva de contrato, a la vocación que ese contrato tiene en el tráfico jurídico 
y comercial18. Esta idea de Bello se ve reforzada cuando, en el mismo ar-
tículo, se incluye la referencia a que las denominadas cláusulas de uso común 
se entienden incluidas en el contrato, aunque no se expresen19, nuevamente 
integrando esa idea de naturaleza del contrato como efectivo encuadramiento 
en la vida social, que bien puede leerse como tipo contractual o, quizás mejor, 
como encuadramiento de la concreta operación o del programa de disposición 
15 Artículos 1560 a 1566 del Código Civil chileno (artículos 1619 a 1624 del Código Civil 
colombiano).
16 Artículo 1563: “En aquellos casos en que no apareciere voluntad contraria, deberá estarse 
á la interpretación que mejor cuadre con la naturaleza del contrato”. Nótese que, por el 
contrario, en la regla de interpretación restrictiva del artículo 1561 se hace referencia a la 
materia, al advertir que “por los generales que sean los términos de un contrato, solo se 
aplicarán á la materia que se ha contratado”; así mismo en el segundo inciso del artículo 
1564, al señalarse que “podrán también interpretarse por las [cláusulas] de otro contrato 
entre las mismas partes y sobre la misma materia”. Esto evidencia una claridad concep-
tual al distinguir, por una parte, lo que se refiere el contrato como “objeto” (materia) y la 
referencia propiamente a la “naturaleza” del contrato.
17 Artículo 1158: “Les termes susceptibles de deux sens doivent être pris dans le sens qui convient 
le plus á la matière du contrat”.
18 Sobre la idea de natura contractus y su especial significado, véase paolo grossi, “Sulla 
natura del contratto”, Quaderni Fiorentini per la storia del pensiero giuridico moderno, n.º 15, 
1986, pp. 607 y ss.; roberto fiori, “Il problema dell’oggetto del contratto nella tradizione 
civilistica”, en Modelli teorici e metodologici nella storia del diritto privato. Nápoles: Jovene, 
2003, pp. 169 y ss. En general, sobre la construcción medieval de la natura contractus y su 
reflejo en la forma de ver el contrato, véase javier m. rodríguez olmos, Interpretación 
contractual y transformaciones del contrato, sin publicar.
19 “Las cláusulas de uso común se presumen, aunque no se expresen”.
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de intereses de las partes atendiendo a la vocación que ese tipo de operaciones 
tienen en el tráfico jurídico y comercial20.
Igualmente digno de ser mencionado resulta el diverso alcance que Bello le 
dio a la denominada interpretación sistemática. En efecto, Bello, presumible-
mente influenciado por el Código Civil de Luisiana de 1825[21], no se limita a 
la regla clásica de la totalidad (como denominada por Betti22) sino que adopta 
una solución innovadora para su tiempo al vincular al proceso de interpre-
tación otros contratos (entre las mismas partes y sobre la misma materia)23, 
lo que sin lugar a duda implica en el fondo sacar al contrato del estado de 
ensimismamiento, de “aislamiento” en el que para la época era concebido, y 
abrir la puerta en el ámbito de la interpretación al fenómeno que sería cada 
vez más frecuente y complejo de la vinculación contractual24. A esto se puede 
agregar que Andrés Bello, a partir de la perspectiva de la obligación, intro-
duce una regla general de interpretación resolviendo la ambigüedad a favor 
del deudor, como expresión del principio del favor debitoris25, impregnando el 
20 grossi, “Sulla natura del contratto”, óp. cit., p. 610: “la natura se exalta por su sensibili-
dad, encuentra su verificación existencial en la aceptación de la comunidad, es una regla, 
un comportamiento uniforme, una estratificación que puede confirmar o desmentir la 
‘virtud’ originaria según varíen las exigencias y los intereses, es la dimensión consuetu-
dinaria del contrato”.
21 Artículo 1944: “When there is anything doubtful in one contract, it may be explained by refer-
ring to other contracts or agreements made on the same subject between the same parties, before 
or after the agreement in question”.
22 emilio betti, Interpretazione della legge e degli atti giuridici, Milán: Giuffrè, 1971, pp. 15 
y ss.
23 Artículo 1564 (1622 del Código Civil colombiano): “Las cláusulas de un contrato se in-
terpretarán unas por otras, dándose a cada una el sentido que mejor convenga al contrato 
en su totalidad. Podrán también interpretarse por las de otro contrato entre las mismas 
partes y sobre la misma materia”.
24 Así de reciente david f. esborraz, “El fenómeno de la vinculación negocial en el ám-
bito de los contratos y su incidencia sobre la regla res inter alios acta”, Revista de Derecho 
Privado unam, edición especial, 2012, pp. 143 y ss.
25 Artículo 1566 (1624 Código Civil colombiano): “No pudiendo aplicarse ninguna de las 
reglas precedentes de interpretación, se interpretarán las cláusulas ambiguas a favor del 
deudor”. Sobre los antecedentes de esta particular variante de la regla de interpretación, 
véase javier m. rodríguez olmos, “Contexto y construcción de la regla interpretatio 
contra proferentem en la tradición romanista”, Revista de Derecho Privado, n.º 14, 2008, 
pp. 76 y ss. Sobre la vigencia del principio favor debitoris en el derecho de obligaciones 
en Latinoamérica, véase sandro schipani, “Armonización y unificación del derecho: 
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procedimiento interpretativo de una consideración de la persona humana26. Al 
mismo tiempo, construye la regla de interpretación contra el predisponente, 
haciendo explícita la conexión de esta con el deber de claridad y de lealtad 
con la contraparte (“siempre que la ambigüedad provenga de la falta de una 
explicación que haya debido darse por ella”)27.
Si del tema de la interpretación en sentido estricto nos desplazamos al tema 
de la integración, allí resulta también evidente la innovación y profundidad de 
análisis de Andrés Bello en la forma de redactar la que sería la norma fun-
damental en materia de integración. A diferencia del Código Civil francés, 
que consagró la ejecución de buena fe del contrato separándola de una serie 
de consecuencias que derivan de la equidad, la costumbre o la ley, Andrés 
Bello tomó la decisión consciente de atar en una sola disposición el deber de 
ejecutar el contrato de buena fe con las consecuencias que ello implica28. Más 
allá del simple dato formal, la decisión de Bello revela una reflexión ulterior 
al modelo francés siguiendo las líneas ofrecidas por el derecho romano que 
tiene consecuencias sustanciales29. La decisión de Bello implica un deseo de 
Derecho común en materia de obligaciones y contratos en América Latina”, en Adame 
J. Goddard (ed.), Derecho privado. Memoria del congreso internacional de culturas y sistemas 
jurídicos comparados, México: unam, 2005, pp.685 y ss.
26 andrés bello, Principios de derecho internacional, 2.ª ed., Caracas: s.e., 1847, p. 117, al 
ocuparse de las “reglas de interpretación de los tratados, los testamentos, leyes y demás 
actos escritos que sirvan para fundar derechos entre los diferentes Estados”, deja entre-
ver su idea de humanitas en el proceso hermenéutico al afirmar que “en caso de duda, si 
se trata de cosas favorables, es más seguro ampliar la significación; y si se trata de cosas 
odiosas, es más seguro restringirla”, entendiendo luego que “para distinguir lo favorable 
de lo odioso, atenderemos a las regla siguientes: 1. Todo lo que sin causar un gravamen 
notable a persona alguna, cede en beneficio general de la especie humana, es favorable, y lo 
contrario es odioso; 2. Todo lo que tiende a la utilidad común y a la igualdad de las partes 
es favorable, y lo contrario es odioso”. Sobre la relación estrecha de humanitas y obligatio 
en la tradición romanista, véase martha neme villarreal, “Del ius Gentium al derecho 
globalizado: una reflexión sistemática a partir de principia iuris permite la construcción 
de una categoría de ‘obligación’ sustancialmente humana”, Revista Pensar, vol. 22, n.º 2, 
2017, pp. 631 y ss.
27 rodríguez olmos, “Contexto y construcción de la regla…”, óp. cit., pp. 98 y s.
28 martha neme villarreal, “El principio de buena fe en materia contractual en el sistema 
jurídico colombiano”, Revista de Derecho Privado, n.º 11, 2006, pp. 79 y ss.
29 Una reconstrucción sobre las funciones de la buena fe en el derecho romano se encuentra 
en roberto fiori, “Bona fides. Formazione, esecuzione e interpretazione del contratto 
nella tradizione civilistica (parte seconda)”, en Modelli teorici e metologici nella storia del 
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conservar la fuerza que la buena fe tenía en derecho romano y la cual en el 
fondo se terminaba perdiendo en la forma como había sido redactado el Code 
Civil francés. En efecto, en esta última se pierde la conexión entre el principio 
de la buena fe y las consecuencias que se derivan más allá de lo pactado por las 
partes, con lo que la buena fe resulta fuertemente desvalorizada30.
Estos aspectos puntuales pueden, sin duda, considerarse un indicio de una 
concepción más objetiva del contrato y de la misma interpretación en Bello, 
si bien no se puede tampoco negar que el codificador estaba impregnado de 
las teorías de la interpretación imperantes en la época. A pesar de que poste-
riormente esas normas de interpretación se entendieran desde un punto de 
vista netamente subjetivo31, en realidad en el Código Civil se encuentra una 
perspectiva mucho más profunda y dinámica del contrato, una mayor preocu-
pación por el encuadramiento de la operación negocial en los canales típicos 
en los que se ejecuta, una mayor humanitas o consideración de la persona 
también en el proceso interpretativo.
Ahora bien, los desarrollos posteriores tanto de la teoría de la interpre-
tación jurídica, como de la institución misma del contrato, iban a tener un 
impacto en esa arquitectura, como se pasa a exponer.
diritto privato, Nápoles: Jovene, 2011, pp. 97 y ss. Igualmente, martha neme villar-
real, La buena fe en el derecho romano, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 
2010, passim.
30 g. baudry-lacantinerie y l. barde, Traité théorique et pratique de Droit civil. Des obli-
gations, t. i, París: L. Larose y L. Tenin, 1906, pp. 390 y ss., al referirse al artículo 1134 
del Code Civil, en cuanto a que las convenciones deben ejecutarse de buena fe, “es decir, 
conforme a la intención de las partes y con la finalidad que estos se hayan propuesto al 
contratar”, para luego concluir que el artículo 1135 que hace referencia a las consecuen-
cias que se suman al contrato “supone que los contratantes se refirieron tácitamente a 
los principios admitidos por la ley, la costumbre o la equidad”. Sobre la desvalorización 
de la buena fe en el derecho francés, véase emanuele stolfi, Bonae fidei interpretatio. 
Ricerche sull’interpretazione di buona fede fra esperienza romana e tradizione romanistica, 
Nápoles: Jovene, 2004, p. 230 y s.; alessandro somma, Autonomia privata e struttura del 
consenso contrattuale, Milán: Giuffré, 2000, pp. 306 y ss.
31 Como señala diego lópez medina, Teoría impura del derecho. La transformación de la 
cultura latinoamericana, Bogotá: Legis, 2004, pp. 139 y ss., en la práctica, la interpretación 
y aplicación del Código de Bello padeció de una “dependencia genética” que se converti-
ría en “parasitismo cultural”, con lo que el Código de Bello fue visto como “un artefacto 
directamente ligado al Código francés y a la literatura producida en Francia para explicar 
y sistematizar el droit civil”.
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3 .  la s  t ran s fo rmac i on e s  d e  la 
i n t e r p r e tac i n ,  e l  p r e s en t e  y  e l  f u tu ro
3 . 1 .  la s  t ran s fo rmac i on e s  d e  la 
i n t e r p r e tac i n  en  g en e ra l
Si de la arquitectura prevista en el Código Civil se pasa a los desarrollos pos-
teriores, se encuentra que la teoría de la interpretación ha cambiado de forma 
sustancial desde entonces. No cabe duda de que el codificador diseñó la arqui-
tectura de la interpretación del contrato de conformidad con las corrientes 
vigentes en su época, en donde imperaba la búsqueda de un método coherente 
y unívoco, luego llevado a su máxima expresión por la escuela de la exégesis32. 
Pero a partir de allí son múltiples las interpretaciones, las funciones y los 
contenidos que se han dado a las reglas legales de hermenéutica contractual, 
aspectos complejos sobre los cuales solo se harán unas consideraciones muy 
puntuales por ilustrativas, pues resultaría imposible en esta sede abarcar todas 
las aristas que esa transformación de la interpretación jurídica ha tenido y su 
influencia en la interpretación del contrato.
En primer lugar, basta observar cómo, en realidad, salvo la “règle des 
règles”33 (artículo 1560 Código Civil chileno y 1618 del Código Civil colom-
biano con la remisión a la intención de los contratantes), si se retoman una a 
una las demás reglas de interpretación que encontramos en el Código Civil 
de Bello, todas remiten a criterios objetivos o a lo que objetivamente resulta de 
la exteriorización de la intención, del documento escrito, del acuerdo verbal, 
del comportamiento34. ¿Cómo explicar entonces que durante tanto tiempo 
32 De ello son muestra tanto las normas de interpretación de la ley introducidas en el título 
preliminar, como en las reglas de interpretación contenidas en sus Principios de derecho 
internacional. Un análisis de ambos grupos de reglas y su encuadramiento en las corrientes 
de interpretación de la época se encuentra en alejandro guzmán brito, “La historia 
dogmática de las normas sobre interpretación recibidas por el Código Civil de Chile”, 
en Interpretación, integración y razonamiento jurídicos, Santiago: Jurídica de Chile, 1992, 
pp. 41 y ss. Sobre la posterior atadura de la interpretación del Código de Bello al Código 
Civil francés y su literatura, véase, supra nota 31.
33 Como fue bautizada por charles demolombe, Cours de code civil. Des contrats, t. xii, 
Bruselas: J. Stienon, 1868, p. 242.
34 Es la reflexión que para el Código Civil italiano hace guido alpa, “Il controllo giudiziale 
del contratto e l’interpretazione”, en Giusseppe Conte y Sara Landini (eds.), Principi, 
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en países con reglas codificadas similares se terminó por dar una prevalencia 
exacerbada al denominado método subjetivo? Y quizás antes se debería pre-
guntar, ¿acaso se entendió bien esa remisión a la intención de las partes, se ha 
entendido qué es la intención de las partes? Si se va a revisar la forma como 
esas normas de interpretación fueron entendidas por la doctrina y jurispru-
dencia durante el siglo xix –y en Colombia durante gran parte del siglo xx–, 
podríamos hablar de “una manipulación casi perfecta”35. En efecto, se dio un 
giro a las normas de interpretación de forma consciente o inconsciente con 
fines ideológico-políticos para hacerlas compatibles con la concepción que se 
tenía del contrato y del papel del juez36. Por una parte, se consideraba indis-
pensable dar la prioridad a la regla de la intención de los contratantes, porque 
esta era el punto de conexión en materia de interpretación con el valor supremo 
de la libertad contractual37, y al mismo tiempo se hacía necesario mantener 
a raya al juez para que precisamente no terminara anulando o sustituyendo 
esa misma libertad que se reconoce en la intención de los contratantes. Este 
último aspecto es evidente, por ejemplo, en el caso de la construcción que se 
hizo a partir de esas reglas codificadas para crear un nuevo dispositivo (que 
no existía), el denominado in claris non fit interpretatio, es decir, que ante la 
claridad no cabía la interpretación38. Esta regla, que contradice el sentido 
de las normas del Code Civil francés y del Código Civil de Bello, terminó 
regole, interpretazione, contratti e obbligazioni, famiglie e successioni. Scritti in onore di Gio-
vanni Furgiuele. Mantua: Universitas Studiorum, 2017, p. 340.
35 Así, de forma impecable, ibíd., p. 341.
36 valentina calderai, “La teoria classica dell’interpretazione dei contratti. Origini, 
fortuna e crisi di un paradigma dogmatico”, Diritto Privato, 2001-2002, en particular 
pp. 379 y ss.
37 andré-jean arnaud, Les origines doctrinales du code civil français. París: Librairie General 
de droit et de jurisprudence, 1969, p. 198, explicando el contexto filosófico que rodeaba 
la expedición del Code Civil: “La obligación nace solo de la voluntad: la afirmación tiene 
consecuencias muy importantes. Ante todo, en lo que se refiere a la formación de la obli-
gación, un acto jurídico no puede nacer sin –o contra– la voluntad real de los contratantes. 
[…] Y la interpretación del acto, en fin, se remite a la de la voluntad de las partes”. em-
manuel gounot, Le principe de l’autonomie de la volonté en droit privé, París: A. Rosseau, 
1912, pp. 171 y ss.
38 alpa, “Il controllo giudiziale del contratto e l’interpretazione”, óp. cit., pp. 340 y ss., 
pone el claro ejemplo de françois laurent, Principes de droit civil, t. 16, Bruselas: 
Bkuylant-Cheistophe & Comp., 1875, p. 580, al exponer la regla del artículo 1156 del Code 
Civil sobre la intención de las partes, señala que “está mal formulada” y, apoyándose en 
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imponiéndose en doctrina y luego fue absorbida por la jurisprudencia como 
un dispositivo tendiente a asegurar un resultado que fuera conforme a la visión 
de lo que debía ser la hermenéutica y el papel del juez en la interpretación y 
construcción tanto de las normas de origen legal, como de las normas de origen 
negocial39. Esta inversión y manipulación de las reglas de interpretación, como 
ha señalado Alpa40, refleja un grave temor a que el juez utilice de forma equi-
vocada su poder y haga decir al contrato lo que las partes no querían decir41.
Si de aquí damos a un salto arbitrario al surgimiento de las preocupacio-
nes sociológicas y económicas y su desarrollo a partir del siglo xx, vemos que 
estas terminaron penetrando también la interpretación jurídica y, por ende, 
la interpretación del contrato42. A partir de esas preocupaciones se denuncia 
Domat, termina construyendo la regla contraria: “si los términos son claros, si no dejan 
ninguna duda, se debe atener al literal, porque en ese caso no hay lugar a interpretación”.
39 La aplicación de este brocardo ha rondado en la jurisprudencia colombiana. Por ejem-
plo, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 5 de julio de 1983, GJ. T. clxvi, 
p. 123: “cuando el pensamiento y el querer de quienes ajustan una convención jurídica 
quedan escritos en cláusulas claras, precisas y sin asomo de ambigüedad, tiene que pre-
sumirse que esas estipulaciones así concebidas son el fiel reflejo de la voluntad interna de 
aquellos, y que, por lo mismo, se torna innocuo cualquier intento de interpretación”; en 
el mismo sentido, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 11 de octubre de 
1995, exp. 4470. Sin embargo, no ha sido una posición constante, en contra, por ejemplo, 
Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 1.º de agosto de 2002, exp. 6907; más 
recientemente Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 7 de febrero de 2008, 
exp. No. 06915-01: “De otro lado, la interpretación del negocio jurídico, es necesaria no 
solo respecto de cláusulas oscuras, ambiguas, imprecisas, insuficientes e ininteligibles, an-
tinómicas y contradictorias o incoherentes entre sí o con la disciplina normativa abstracta 
o singular del acto, sino también en presencia de estipulaciones claras o diáfanas (in claris 
non fit interpretatio) y aún frente a la claridad del lenguaje utilizado, cuando las partes, 
una o ambas, le atribuyen un significado divergente, no siendo admisible al hermeneuta 
restringirse al sentido natural u obvio de las palabras, a la interpretación gramatical o 
exegética, al escrito del acto dispositivo documental o documentado, por claro que sea el 
tenor literal del contrato”.
40 alpa, “Il controllo giudiziale del contratto e l’interpretazione”, óp cit., p. 341.
41 jean carbonnier, Droit civil, t. iv, Les obligations, 14.ª ed., París: P.U.F., 1990, p. 68: “se 
debe entender que el juez tiene el poder de asignar al contrato consecuencias que las 
partes realmente no contemplaron”.
42 frydman, Le sens des lois..., óp. cit., pp. 431 y ss. Sobre el contexto de la cuestión social, 
véase michael stolleis, History of  Social Law in Germany, Berlín: Springer, 2014, pp. 
31 y ss.; en Francia, judith rochfeld, Les grandes notions du droit privé, París: Thémis, 
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el abuso que se venía cometiendo con las construcciones lógicas, abstractas y 
sistemáticas43, y se pone de presente la insuficiencia del texto como objeto de la 
interpretación44 y la necesidad de que los juristas y el derecho se volcaran hacia 
la realidad45. El surgimiento de la cuestión social, el reconocimiento de la lu- 
cha y el conflicto de intereses, todos aspectos que acá solo pueden ser nom-
brados pero que llevan a que la norma jurídica y el contrato se encuadren en 
un contexto social46. En el siglo xx, gracias a corrientes “solidaristas” y la 
fuerte irrupción de preocupaciones “socializadoras” de las instituciones de 
derecho privado47, la concepción de contrato se vuelve más “objetiva”, todo 
esto siendo introducido en Colombia en distintos planos48, por ejemplo, en 
2011, p. 430; christophe jamin, “Le droit des contrats saisi para les droits fondamen-
taux”, en Gregory Lewkowicz (ed.), Repenser le contrat, París: Dalloz, 2009, pp. 175 y ss.
43 frydman, Le sens des lois..., óp. cit., p. 432. Para el caso colombiano, véase lópez medina, 
óp. cit., pp. 289 y ss.
44 frydman, Le sens des lois..., óp. cit., pp. 440 y ss.
45 Ibíd., p. 443. En este sentido son paradigmáticas las posiciones sostenidas por Duguit 
y recogidas en leon duguit, Les transformations générales du droit privé depuis le code 
Napoléon, París: Librairie Félix Alcan, 1920, passim. Por ejemplo, en p. 18: “El hombre 
aislado e independiente es una pura ficción; nunca ha existido. El hombre es un ser social; 
solo puede vivir en sociedad, siempre ha vivido en sociedad”.
46 gustav radbruch, “Du droit individualiste au droit social”, Archives de philosophie du 
droit, 1931, pp. 390 y ss.; giovanni chiodi, “La funzione soziale del contratto: riflessioni 
di uno storico del diritto”, en F. Macario y M. Miletti (eds.), La funzione sociale nel diritto 
privato tra xx e xxi secolo, Roma: Roma Tre-Press, 2017, pp. 151 y ss.
47 radbruch, óp. cit., pp. 390 y ss.: “[La idea de derecho social] hace aparecer la individuali-
dad concreta, el estado de poder o de debilidad social, detrás de la abstracción niveladora 
del concepto de persona […]. Mientras que la idea de igualdad está a la base del derecho 
individual, el derecho social está fundado en la idea de ecuación, allí reina la justicia con-
mutativa, acá la justicia distributiva. […] En el régimen del derecho social, el derecho 
privado y el derecho público no están yuxtapuestos, separados por fronteras rigurosas, 
sino que se penetran mutuamente. […] Esa amalgama […] está en conexión con una 
infiltración de contenido de las obligaciones sociales en el derecho privado subjetivo”. 
christophe jamin, “Plaidoyer pour le solidarisme contractual”, en Le contrat au début 
du XXIème siècle. Études offertes à J. Ghestin, París: L.G.D.J., 2001, pp. 443 y s.
48 Sobre la recepción “madura” del antiformalismo en Colombia, véase lópez medina, óp. 
cit., pp. 289 y ss.
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el aporte de la bien conocida Corte de Oro de los años treinta49, así como el 
pensamiento fuertemente social y de avanzada de doctrinantes de la época 
como el maestro Eduardo Zuleta Ángel50.
Todo esto, en materia de interpretación del contrato, da un impulso deter-
minante para que se haga énfasis en la relación entre texto y contexto; al mismo 
tiempo se complementan (especifican) ciertos cánones de interpretación que 
ponen en primer plano las circunstancias, los comportamientos que rodean la 
celebración del contrato y su forma de ejecución. Así mismo, se da un nuevo 
aire al principio de la buena fe en la totalidad del proceso hermenéutico, que 
pasa a ser reconocido como un canon de interpretación a pesar de no haber 
sido expresamente señalado por Andrés Bello en el título correspondiente, 
al mismo tiempo abriendo un camino hacia el desvanecimiento de la rígida 
oposición entre el momento de asignar significado (interpretación) y el mo-
mento de compenetración entre el ordenamiento negocial y el ordenamiento 
jurídico (integración).
Si damos otro salto arbitrario al renacimiento de la tópica jurídica a partir 
de la segunda mitad del siglo xx51 nos encontramos con nuevos elementos. 
Como se ha señalado, los códigos civiles expedidos a partir del siglo xix son 
la cristalización de una visión clásica del contrato y en ella se incrustan las 
reglas de interpretación que terminaron siendo acogidas. Sin embargo, el 
contexto jurídico en el que dichos códigos son expedidos también terminó 
modificando la función de esos cánones convertidos ahora en normas estatales, 
o quizá, como ha sido señalado por Calderai2, lo que cambia es la perspectiva 
del jurista que se encuentra sumergido en ese nuevo contexto. Los que pre-
viamente eran considerados argumentos retóricos que debían ser sopesados, 
ponderados con el fin de “persuadir” al intérprete, se alejan de esa tradición 
retórica para vestirse con esa fuerza casi mágica que deriva de la posición del 
legislador. Con el renacimiento de la tópica jurídica y su planteamiento de la 
49 Sobre los aportes de la Corte de Oro a la modernización del derecho en Colombia, véase 
francisco tafur morales, La nueva jurisprudencia de la Corte, 2.ª ed., Bogotá: Óptima, 
1939; lópez medina, óp. cit., pp. 311 y ss.
50 Un análisis profundo sobre la influencia de E. Zuleta Ángel en esa recepción del antifor-
malismo en Colombia en lópez medina, óp. cit., pp. 290 y ss.
51 Sobre esto, frydman, óp. cit., pp. 597 y ss.
52 valentina calderai, Interpretazione dei contratti e argomentazione giuridica, Turín: 
Giappichelli, 2008, p. 391.
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pluralidad irreductible de los métodos de interpretación, se pone de relieve el 
vínculo innegable de esta última con la argumentación, en el sentido de que 
“si toda significación supone una interpretación, toda interpretación reposa 
sobre una argumentación”53, que abre la puerta a la consideración de que la 
interpretación del contrato en última instancia es una ponderación del peso 
específico de los diferentes criterios o técnicas interpretativas, siendo la in-
terpretación correcta la que está mejor justificada54.
A esto se debe agregar la necesaria consideración de valores y principios 
constitucionales en el proceso hermenéutico. A estas alturas no cabe duda, al 
menos no en Colombia, de que los derechos fundamentales contenidos en la 
Carta Constitucional, además de ejercer su influencia sobre las normas de de- 
recho privado –entre ellas, las normas del derecho contractual– y sobre las 
decisiones del juez, también tienen ciertos efectos en las relaciones establecidas 
entre particulares, incluyendo las establecidas por medio de un contrato55. 
53 frydman, óp. cit., p. 601.
54 Así aurelio gentili, Senso e consenso. Storia, teoria e tecnica dell’interpretazione dei con-
tratti, vol. i, Storia e teoria, Turín: Giappichelli, 2015, pp. 325 y ss.
55 La “irradiación” de los derechos fundamentales se traduce en el juicio de conformidad de las 
normas sancionadas por el legislador, así como en la interpretación que se debe hacer de 
las normas legales en el momento de su aplicación, una interpretación que debe ser 
conforme a la constitución. En el caso del juez civil, su decisión también está sometida a 
control en cuanto de ella no puede derivar una lesión injustificada de los derechos fun-
damentales de una o ambas partes involucradas en el proceso. Una precisa diferenciación 
de los niveles en los cuales los derechos fundamentales operan en relación con el derecho 
privado se encuentra en claus-Wilheim canaris, Grundrechte und Privatrecht, Nueva 
York: de Gruyter, 1999, quien además advierte la necesidad de distinguir entre la “eficacia 
directa” y la “vigencia directa” de los derechos fundamentales (pp. 35 y ss.). En efecto, 
para el autor, se debe hablar de eficacia directa solo cuando se considera que los derechos 
fundamentales se dirigen directamente a los particulares, mientras que cuando se afirma 
que el legislador en materia de derecho privado se encuentra vinculado directamente a 
los derechos fundamentales (lo cual el autor defiende) no se trata de eficacia directa, sino 
de vigencia directa frente al ordenamiento de derecho privado. Cfr. también el “modelo de 
tres niveles” de robert alexy, Theorie der Grundrechte, Baden-Baden: Nomos, 1985, 
pp. 484 y ss. y sobre esta, alexei julio estrada, La eficacia de los derechos fundamentales 
entre particulares. Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2000, en particular pp. 
134 y ss. El problema de si los particulares también son destinatarios de los derechos 
fundamentales ha sido resuelto de raíz en Colombia en virtud del artículo 86 de la Con-
stitución, que contempla la procedencia de la acción de tutela en los casos en que ellos 
presten un servicio público, cuando afecten de forma grave y directa un interés colectivo 
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Tanto en la casuística nacional como en la extranjera se han derivado deter-
minadas consecuencias de la eficacia de los derechos fundamentales (directa 
o indirecta según el ordenamiento jurídico) en el ámbito del contrato, ya que 
la libertad contractual misma constituye un “modo del ejercicio de derechos 
fundamentales”56, a la par que tal libertad puede entrar en conflicto con otros de- 
rechos fundamentales de los demás contratantes57. Así, por ejemplo, en al-
gunos casos se ha llegado a poner en duda la validez misma del vínculo58 y 
y ante la existencia de un estado de subordinación o indefensión, con la consecuencia del 
reconocimiento excepcional de lo que en la dogmática se denomina eficacia directa de los 
derechos fundamentales frente a particulares. Sin embargo, resulta igualmente claro que 
este reconocimiento no resuelve el problema central de la intensidad y el contenido de esa 
influencia en cada uno de los escenarios prospectados, así brigitta lurger, Grundfragen 
der Vereinheitlichung des Vertragsrechts in der Europäischen Union, 2002, p. 228.
56 dieter medicus, Allgemeiner Teil des bgb, Heidelberg: Müller, 2002, p. 74 (“el negocio 
jurídico como medio para el ‘ejercicio de la libertad de acción’”). La Corte Constitucio-
nal colombiana ha señalado muy claramente el carácter de derecho fundamental de la 
autonomía privada (y de la libertad contractual como una expresión suya), por ejemplo 
en la Sentencia T-423 de 2003: “El derecho a la autonomía privada […] tiene su fuente 
directa en la Constitución y en la Ley, y constituye desarrollo imprescindible tanto del 
derecho al reconocimiento de la personalidad jurídica (artículo 14 Superior) como del de- 
recho al libre desarrollo de la personalidad y el principio general de libertad (artículo 16 
Superior)”. Para la Corte, “el reconocimiento del carácter fundamental del derecho a 
la autonomía privada y la necesidad de diferenciarlo de los derechos patrimoniales, que 
por regla general son adquiridos en virtud de su ejercicio, implica entonces una atención 
más denodada del juez del Estado social de derecho al momento de enfrentar conflictos 
contractuales que involucren problemas constitucionales semejantes”.
57 dieter medicus, “Der Grundsatz der Verhältnismäßigkeit im Privatrecht”, AcP, n.º 
192, 1992, p. 59.
58 Esto fue lo que sucedió en la célebre decisión de la fianza (Bürgschaftsentscheidung, BverfG, 
19 de octubre de 1993, en njw, 1994, pp. 36 y ss.), en la que, por lo demás, el Tribunal 
Constitucional alemán introdujo la expresión “desequilibrio estructural”, la cual desató 
una gran crítica por su vaguedad. Al respecto cfr. klaus adomeit, “Die gestörte Ver-
tragsparität- ein Trugbild”. njw, 1994, p. 2467, advierte sobre la inexistencia en derecho 
alemán de una “causal de nulidad constitucional por falta de paridad contractual”. W. 
fikentscher y a. heinemann, Schuldrecht, 10ª ed., Berlín: Gruyter, 2006, p. 75, inter-
pretan la sentencia en el sentido de establecer como factor principal el menoscabo de la 
libertad de decisión real del contratante, Wolfgang zollner, “Regelungsspielräume 
im Schuldvertragsrecht”, AcP, n.º 196, 1996, pp. 28 y ss. La Corte Suprema Federal, en 
reacción a la decisión del Tribunal Constitucional, procedió en sentencias posteriores a 
fijar los criterios para determinar cuándo ese tipo de garantías prestadas por personas 
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viceversa, se ha llegado a fundar una obligación de contratar59, se ha llegado 
a la reescritura del contrato60 o a descartar la eficacia de cláusulas negociales 
cercanas al deudor son contrarias a las buenas costumbres. Al respecto, véase fikentscher 
y heinemann, óp. cit., p. 671.
59 Esto ocurrió, por ejemplo, en el caso decidido por la Corte Constitucional, Sentencia 
T-1165 de 2001, en la cual se ordenó a una compañía de seguros a suscribir un contrato 
de seguro de vida con unos portadores asintomáticos del virus vih. En el caso en mención, 
se trataba de una pareja de homosexuales, ambos portadores asintomáticos del virus del 
vih, a quienes en el trámite para la adquisición de una vivienda (de interés social), se les 
exigió, además de tomar un seguro contra incendio y terremoto, tener un seguro de vida 
para el desembolso de un crédito por parte de una entidad bancaria. En el momento de 
declarar ante la compañía de seguros su condición les fue negado este último amparo. 
La Corte Constitucional, además de señalar que se estaba configurando un tratamiento 
discriminatorio, indicó que una de las dimensiones de la dignidad humana garantizada 
constitucionalmente consiste precisamente en el derecho a una vivienda como condición 
material de existencia y que, por lo tanto, gozaba de carácter fundamental que no podía 
ser vulnerado por una decisión arbitraria amparada en la autonomía privada de la com-
pañía de seguros. En consecuencia, ordenó suscribir “en condiciones de igualdad” la 
póliza correspondiente. Otros casos en los que se configuró una obligación de contratar 
se encuentran en las sentencias de la Corte Constitucional T-1217 de 2005, T-375 de 1997 
(se obligó a un contratante a no terminar una relación contractual) y T-724 de 2005 (se 
desconoció la legitimidad de la renuencia a renovar un contrato de servicios de salud). 
Un comentario de estos, así como de otros casos similares, se encuentra en juan pablo 
cárdenas mejía, “Los derechos fundamentales y el derecho privado contractual. La 
situación en derecho colombiano”, en Constitucionalización del derecho privado. Actas del 
3.º congreso internacional de la Association Andrés Bello des juristas franco-latino-américains, 
Bogotá, 2007, pp. 479 y ss.
60 Son múltiples las sentencias de la Corte Constitucional colombiana en las que se puede 
ver dicha reescritura: T-490 de 2009 (“reinterpretación” de una cláusula de exclusión de 
riesgo en un contrato de seguro), T-520 de 2003 (caso de un deudor secuestrado, ejecutado 
por una entidad financiera ante el incumplimiento de un mutuo hipotecario), T-170 de 
2005 (caso de enfermo de sida ejecutado por una entidad financiera ante el incumplimien-
to de un mutuo hipotecario) y T-697 de 2011 (caso de desplazado por la violencia). Un 
estudio de estos casos, reciente y con un enfoque interesante, son los de pablo moreno 
cruz, “Freedom  Contract: some exceptional Cases from the Colombian Constitutional 
Court”, en p. g. monateri (ed.), Comparative Contract Law, Turín: Elgar, 2017, pp. 216 
y ss.; y “Libertà contrattuale e azione di amparo in Colombia. Il caso dell’inapplicabilità 
delle clausole contrattuali”, en M. Grondona (ed.), Libertà, persona, impresa, territorio, 
Roma: Aracne, 2016, pp. 47 y ss.
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que conducen a la vulneración de un derecho fundamental61, en particular en 
casos de situación de indefensión de una de las partes (y de superioridad de la 
otra)62, una protección que se ve “potenciada”63 en casos en los cuales no solo 
se pone en juego la autonomía privada como bien garantizado constitucional-
mente, sino también se ponen en peligro otros bienes fundamentales como lo 
son, por ejemplo, la protección a la salud, a la igualdad o a la dignidad, esto es, 
situaciones en las que el objeto del contrato está fuertemente atado a un dere-
cho fundamental. Finalmente, en el plano de la interpretación del contrato en 
sentido estricto, la irradiación de los derechos fundamentales termina en oca-
siones por asignar de forma expresa o velada un significado que sea coherente 
con la garantía de derechos fundamentales de los contratantes64, e intensifica la 
61 Así, por ejemplo, la sentencia de la Corte Constitucional T-307 de 1997. En este caso, una 
compañía de medicina prepagada se había rehusado a prestar ciertos servicios (hospita-
lización) a una afiliada con base en una cláusula que exigía que la enfermedad que diera 
origen a la necesidad de hospitalización debía surgir 121 días después de la vigencia del 
contrato. Luego que el Consejo de Estado denegara la tutela por considerar que la cláu-
sula se presumía legítima en cuanto había sido “pactada, aceptada y admitida” y por lo 
tanto no atentaba contra la buena fe, la Corte Constitucional revocó esta decisión por 
considerar que por medio de esa cláusula se vulneraba el derecho fundamental a la salud 
en conexidad con la vida. Adicionalmente, la Corte argumentó, atinadamente, que la 
celebración, ejecución e interpretación de los contratos está gobernada por la buena fe y 
que la cláusula en cuestión conllevaba un desequilibrio en las prestaciones de las partes.
62 Corte Constitucional. Sentencia T-411 de 1999, en un caso en el que una constructora 
incluyó en un contrato de compraventa una cláusula que imponía a los compradores una 
multa si no se abstenían de manifestar a través de cualquier medio su inconformidad por 
la mala calidad de los inmuebles objeto del contrato, lo cual se consideró que constituía 
una violación a la libertad de expresión.
63 Es la expresión usada en la sentencia de la Corte Constitucional Colombiana T-1217 de 
2005.
64 Por ejemplo, Corte Constitucional, Sentencia T-490 de 2009, en el caso de una persona que 
había trabajado toda la vida como fumigador y debido a un problema de salud le es certi-
ficada una pérdida de capacidad laboral equivalente al 59,31 %. En el contrato de seguro 
se estableció que la cobertura operaría para el amparo de incapacidad total y permanente 
“cuando se produzcan lesiones orgánicas o alteraciones funcionales que le impidan a la 
persona desarrollar cualquier trabajo remunerativo”. La aseguradora consideró que su 
pérdida de capacidad laboral no le impedía desarrollar cualquier trabajo remunerativo, 
como estaba previsto en el contrato, y por eso negó el pago de la póliza. Para la Corte 
Constitucional “se vulneró el derecho fundamental al mínimo vital de una persona dis-
capacitada, en estado de indefensión y con debilidad manifiesta, habida cuenta que el 
criterio de ‘cualquier trabajo remuneratorio’ debe limitarse a la actividad o destreza que 
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aplicación de reglas de interpretación ya previstas65. De esta manera se acude a 
una interpretación correctiva-evolutiva, atendiendo intereses constitucionales 
superiores y, bajo tal perspectiva, se admite entonces la intervención del juez 
constitucional en relaciones privadas que afecten derechos fundamentales66. 
La perspectiva axiológica no es que estuviera ausente del derecho contractual, 
pero ahora se intensifica mediante la penetración del discurso de los derechos 
fundamentales como parte del proceso interpretativo, sometiendo su resultado 
necesariamente a esos principios y valores constitucionales.
Estas son apenas algunas pinceladas que ilustran cómo las transformacio-
nes de la interpretación jurídica en general terminaron impactando inevitable-
mente la arquitectura de la interpretación contractual. Pero habría otro factor 
que también tendría una influencia determinante en esa nueva arquitectura: 
las transformaciones del contrato.
ejercía el asegurado, en este caso concreto del oficio de fumigador por más de 20 años. Es 
que se torna difícil exigir a una persona discapacitada de 44 años de edad con bajo nivel 
de escolarización y con una única actividad productiva a lo largo de su vida, que de un 
momento a otro aprenda otra labor en aras de brindarse un sostenimiento digno para él 
y su familia; por eso, esta Sala considera que la interpretación de la cláusula contractual 
en debate, debe ceñirse a los principios y valores constitucionales, que partiendo de un 
criterio de equidad permita al operador decidir teniendo en cuenta no solo las prescrip-
ciones legales, sino los efectos concretos de su decisión en las partes”.
65 Corte Constitucional, Sentencia T-751 de 2012, en un caso de un contrato de seguro y 
la necesidad de eliminar ambigüedades en el momento de determinar las preexistencias: 
“de una parte, el contrato se caracteriza por la exigencia de una buena fe calificada de 
los contratantes, aspecto que se proyecta en la interpretación de sus cláusulas. De otra, 
pero en íntima relación con lo expresado, cuando el contrato se suscribe en el marco más 
amplio de las actividades financieras y crediticias, o cuando se asocia al goce efectivo del 
derecho a la salud, es deber de quien lo elabora eliminar cualquier ambigüedad, mediante la 
expresión precisa y taxativa de las preexistencias excluidas de la cobertura del seguro” 
(cursiva fuera de texto).
66 Corte Constitucional, Sentencia T-468 de 2003: “Es deber del juez constitucional inter-
venir obligatoriamente en las relaciones de carácter privado, siempre que las decisiones 
adoptadas por una de las partes que ostente una posición de supremacía jurídica, econó-
mica o comercial constituyan una grave amenaza o violación de los derechos fundamen-
tales”.
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3 . 2 .  la s  t ran s fo rmac i on e s  d e l  c ontrato  y  s u 
im pac to  en  la  i n t e r p r e tac i n :  d e l  c ontrato 
a s im  t r i c o  a l  c ontrato  “ i n t e l i g ent e ”
El contrato ha sufrido fuertes transformaciones debido a cambios sociales, 
económicos y tecnológicos, llevando al modelo de contrato del Código Civil a 
una serie de erosiones (¿crisis?) que plantean desafíos para los juristas que de- 
ben afrontar esas nuevas situaciones. Más allá de las diferentes concepciones 
de la interpretación jurídica, la arquitectura y comprensión de la interpretación 
contractual también se vio sacudida por la transformación de la institu- 
ción del contrato67.
En primer lugar, el paradigma clásico liberal de contrato comienza a sufrir 
erosiones ante la evidencia de una proliferación de situaciones de desequilibrio 
estructural en la sociedad. Esta constatación de la realidad social despertó 
preocupaciones entre los juristas sobre cómo afrontar ese “nuevo” contra- 
to que rompía con el paradigma de igualdad entre los contratantes68. No es lo 
mismo interpretar un contrato configurado para atender unos intereses in-
dividuales entre sujetos que se asumen iguales, a interpretar un contrato de 
adhesión, de masa, con contenido unilateralmente predispuesto, en don- 
de puede existir un sujeto en situación de inferioridad contractual, el primero de 
todos, el consumidor, pero sin duda no el único69. Desde el punto de vista 
67 Sobre lo que sigue, véase javier m. rodríguez olmos, “Más allá del contrato por medio 
del contrato: las transformaciones del mecanismo contractual en la era de la globalización”, 
en Martha Neme Villarreal (ed.), Autonomía privada. Perspectivas del derecho contemporá-
neo, Bogotá: Universidad Externado de Colombia, 2018, pp. 149 y ss.
68 raymond salleiles, De la déclaration de volonté. Contribution a l’étude de l’acte juridique 
dans le Code civil Allemand, París: Pichon, 1901, pp. 229 y ss. Es bien conocido que el autor 
enfrenta el fenómeno de los contrats d’adhésion al analizar el tema de la interpretación, 
considerando que “existen pretendidos contratos que solo tienen de contrato el nombre, 
[…] para los cuales, en todo caso, las reglas de interpretación individuales […] deberían 
sin duda sufrir grandes modificaciones”, señalando luego que la interpretación “debería 
hacerse como la de una ley propiamente dicha”.
69 Sobre esa tendencia al reconocimiento de la situación de inferioridad contractual más allá 
del consumidor, hacia el contrato “asimétrico”, véase vincenzo roppo, Il contratto del 
duemila, 2.ª ed., Turín: Giappichelli, 2005, pp. 23 y ss. Desde otra perspectiva, es ilus-
trativa la figura elaborada en la doctrina italiana sobre el “terzo contratto”, sobre lo cual, 
gregorio gitti y gianroberto villa (eds.), Il terzo contratto, Boloña: Il mulino, 2008.
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de la hermenéutica contractual, esta nueva situación ha planteado nuevos in-
terrogantes: ¿existe una jerarquía (o nueva jerarquía) entre las distintas reglas 
de interpretación?70, ¿cómo coordinar las reglas de interpretación del Código 
Civil con las reglas que se han introducido en estatutos especiales reflejo de la 
“fragmentación” del derecho?, y ¿se necesitan nuevas reglas de interpretación 
para afrontar ese “contrato asimétrico”?
Sobre estos interrogantes, es tendencia cada vez más clara tratar de mar-
ginar, reducir o incluso eliminar el papel de la intención de los contratantes 
en el momento de interpretar los contratos con los consumidores. No solo la 
doctrina71, sino que también la jurisprudencia parecerían tenerlo claro. Así 
la Corte Suprema de Justicia lo ha señalado expresamente en una sentencia 
del 4 de noviembre de 2009[72], en donde afirma de forma tajante que
la importancia de los tradicionales criterios hermenéuticos de índole subjetiva 
(particularmente el artículo 1618 del Código Civil) en cuanto están enderezados 
a descubrir la común intención de los contratantes, se atenúan y desdibujan, 
cabalmente, porque no tendría sentido indagar por ese querer mutuo a sabien-
das de que el contenido del contrato refleja predominantemente la voluntad del 
empresario.
70 Esta pregunta es muy recurrente en ordenamientos jurídicos como el italiano, en el cual 
se ha desarrollado una doctrina del “gradualismo”, es decir “la aplicación en rígida su-
cesión lógica y cronológica de las disposiciones” sobre interpretación del contrato, sobre 
lo cual remítase a mauro pennasilico, Metodo e valori nell’interpretazione dei contratti. 
Per un’ermeneutica contrattuale rinnovata, Nápoles: Scientifiche, 2011, pp. 21 y ss., y para 
una crítica de esta, pp. 135 y ss.
71 Por ejemplo, luis carlos plata lópez y vladimir monsalve caballero, “La interpre-
tación contractual: estudio desde la jurisprudencia colombiana y la entrada en vigencia 
del nuevo estatuto de protección a los consumidores (nec) Ley 1480 de 2011”, Revista 
Facultad de Derecho y Ciencias Políticas, vol. 44, n.º 120, 2014, pp. 41 y ss.; juan carlos 
villalba cuellar, “Los contratos de consumo en el derecho colombiano y el derecho 
comparado”, Revista Facultad de Ciencias Económicas: Investigación y Reflexión, vol. 19, 
n.º 2, 2011; jaime a. arrubla paucar, “La posición dominante en los contratos, el abuso 
de la misma y la protección del adherente en el sistema colombiano”, en C. L. Valderrama 
Rojas (ed.), Perspectivas del derecho del consumo, Bogotá: Universidad Externado de Co-
lombia, 2013, pp. 384 y s. Por el contrario, una posición completamente contraria a esta 
tendencia es sostenida por carlos i. jaramillo jaramillo, Principios rectores y reglas de 
interpretación de los contratos. Bogotá: Ibáñez, 2016, pp. 484 y ss.
72 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 4 de noviembre de 2009, rad. 1998-
4175.
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Continúa la Corte señalando cómo “por el contrario, cobran especial rele-
vancia, algunas pautas objetivas, particularmente, la regla contra proferentem, 
que abandona el carácter subsidiario que se le atribuye en el ámbito de los 
contratos negociados, para pasar a convertirse en un principio de aplicación 
preponderante (artículo 1624 ibídem)”. Esta posición, reafirmada reciente-
mente en lo que ya se puede considerar una línea jurisprudencial reiterada73, 
aparentemente habría encontrado un sustento legal en el estatuto especial de 
protección al consumidor, Ley 1480 de 2011, que en su artículo 34 estableció 
que “las condiciones generales de los contratos serán interpretadas de la ma-
nera más favorable al consumidor. En caso de duda, prevalecerán las cláusulas 
más favorables al consumidor sobre aquellas que no lo sean”. Esta redacción 
parecería dar a entender que, a partir de la vigencia de este estatuto especial, al 
menos en el ámbito particular del estatuto, la arquitectura de la interpretación 
contractual se habría invertido de manera radical y definitiva.
En consecuencia, se da prácticamente por sentado que en tales contratos 
no se aplican los criterios de interpretación del Código Civil, sino que ahora 
debe prevalecer una “interpretación objetiva” asumiendo de nuevo, a mi modo 
de ver de manera errada, que las normas del Código Civil exigen, remiten 
a la búsqueda de una voluntad, intención íntima o mística, cuando, como ya 
se señaló, se trata de una equivocada interpretación de la arquitectura de la 
interpretación contractual contenida en el Código Civil.
A esto se debe agregar el reconocimiento de nuevas reglas de interpreta-
ción que son expresión de reglas de hermenéutica racional que se adaptan a 
la nueva modalidad o técnica de contratación, como es la advertencia de que 
ante un conflicto entre un clausulado de condiciones generales y unas cláu-
sulas estipuladas de manera individual, deberán prevalecer estas últimas; o, 
en el caso de conflicto entre cláusulas generales, el criterio de la prevalencia 
de la cláusula más beneficiosa para el consumidor, o el de mayor relevancia o 
importancia atendiendo a la naturaleza y finalidad del contrato74.
Desde el punto de vista de la integración se han configuraron nuevos me-
canismos que permiten la intervención mucho más intensa en el contenido del 
73 Así, muy recientemente, Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Civil, 12 de febrero 
de 2018, exp. 00364-01.
74 Sobre estos criterios especiales, remítase al prolijo análisis de jaramillo jaramillo, óp. 
cit., pp. 527 y ss. Véase también, plata lópez y monsalve caballero, óp. cit., p. 44.
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contrato para garantizar un mínimo de justicia contractual (materialización 
de la justicia contractual)75. De todo esto, resulta evidente de nuevo un des-
plazamiento de la óptica del mero reconocimiento de la voluntad, de la intención, 
de la libertad hacia una preocupación más profunda sobre la justicia del contrato, 
el equilibrio y la proporcionalidad 76. Todo reflejo de decisiones de política le-
gislativa ante la necesidad de proteger al contratante débil, una decisión que 
encuentra ya su germen en la arquitectura de la interpretación delineada por 
Andrés Bello y los principios que subyacen a ella77.
Otra transformación del contrato se hace patente ante la complejidad cre-
ciente de las relaciones y estructuras económicas, que llevan a que el contrato 
individual a menudo se incruste en estructuras de contratos (redes, cadenas)78, 
por lo que a la función individual del contrato (ratio contractus)79 inherente 
a cada disposición de intereses programada por los contratantes se suma una 
ratio (causa) supra-contractual, propia de la operación económica compleja 
que sirve de plataforma y que debe ser tomada en consideración en el momen-
to de dotar de sentido al contrato y de determinar su contenido, siempre a la 
luz de las normas y valores del ordenamiento jurídico80. A esa complejidad 
de las estructuras contractuales se suma el elemento de la globalización del 
contrato, en donde el instrumento contractual, por una parte, se emplea de 
modo transversal y mucho más intenso como herramienta de organización 
de cadenas productivas o de distribución más allá de las fronteras, y al mis-
mo tiempo, no puede ya evitar verse eximido de consideraciones colectivas 
globales como son cuestiones de protección medioambiental, de garantía de 
75 Sobre estos mecanismos, véase javier m. rodríguez olmos, “La interpretación de los 
contratos con el consumidor: elementos para la contextualización de la problemática 
(primera parte)”, Revista de Derecho Privado, n.º 24, 2013, pp. 160 y ss.
76 En esta dirección, mauro pennasilico, “Contratto e giustizia dello scambio nella pro-
spettiva ermeneutica”, en Giusseppe Conte y Sara Landini (eds.), Principi, regole, interpre-
tazione, contratti e obbligazioni, famiglie e successioni. Scritti in onore di Giovanni Furgiuele, 
Mantua: Universitas Studiorum, 2017, pp. 279 y ss.
77 Ver supra 1.
78 fabrizio cafaggi, “Contractual Networks and the Small Business Act: Toward European 
Principles?”, eui Working Paper LAW, n.º 15, 2008, p. 32. Disponible en: http://cadmus.
eui.eu/bitstream/handle/1814/8771/LAW_2008_15.pdf?sequence=1&isAllowed=y. 
Consultado el 15 de marzo de 2016.
79 gentili, óp. cit., pp. 323 y ss.
80 cafaggi, óp. cit., p. 32.
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derechos humanos81. Estas preocupaciones “contractualizadas” por el líder de 
la cadena mediante cláusulas de sostenibilidad terminan modificando la ar-
quitectura misma del contrato. Un contenido del contrato que, por lo tanto, 
ya no solo contiene intereses “particulares” sino también generales que van 
más allá de su función económico-individual. En esa estructura del contrato, 
con un contenido referido a intereses públicos o colectivos, surge la necesidad 
de una interpretación netamente objetiva cuando se trate de las obligaciones de 
sostenibilidad, máxime si dichas obligaciones se incorporan al contrato me-
diante la referencia a un código de conducta (privado o público) o, aún más, 
con referencia a un instrumento de derecho público. En estos casos, en cuanto 
ese contenido supera la relación entre los contratantes, la interpretación no 
puede estar circunscrita a “su intención”, ni siquiera a la finalidad del com-
plejo contractual en el cual se enmarque.
Una última transformación del contrato que merece una breve observa-
ción es el influjo que la tecnología parecería tener en el mundo contractual. 
Los denominados “contratos inteligentes” (“smart contracts”), entendidos 
como “protocolos de transacción computarizados que permiten la ejecu-
ción automática de los términos de un contrato”82, a falta de verificar si son 
verdaderos contratos83, parecería que ponen en jaque (¿mate?) la utilidad 
81 Sobre este tema, remítase a rodríguez olmos, “Más allá del contrato por medio del 
contrato…”, óp. cit., pp. 163 y ss., y a la bibliografía allí citada.
82 Así la definición de quien es considerado el padre del concepto, nick szabo, “The idea  
smart contracts”, 1997. Disponible en: http://web.archive.org/web/20140406003401/
szabo.best.vwh.net/idea.html. Consultado el 15 de enero de 2019. Sobre la definición 
de “contrato inteligente”, véase max raskin, “The Law and Legality  Smart Con-
tracts”, Georgetown Law Tech Review, n.º 305, 2017, p. 309: “Un contrato inteligente es 
un acuerdo cuya ejecución es automatizada. Esta ejecución automatizada a menudo se 
realiza mediante un código que se ejecuta por un computador que traduce la prosa jurídica 
en un programa ejecutable”.
83 “El término ‘contrato inteligente’ es usado en el mundo de la tecnología para referirse a 
algoritmos que se ejecutan automáticamente en su totalidad, pero al parecer no todas esas 
transacciones podrían ser consideradas contratos desde el punto de vista legal, ya que 
en muchas de ellas faltarían sus elementos esenciales”: sarah green, “Smart contracts, 
interpretation and rectification”, Lloyd’s Maritime and commercial Law Quarterly, ma-
yo, 2018, p. 234. Una crítica fuerte a esta ambición de integrar todo lo que compone un 
acuerdo dentro de la figura del “contrato inteligente” se encuentra en roberto pardolesi 
y antonio davola, “What is wrong in the debate about Smart Contracts”. Disponible 
en: https://papers.ssrn.com/sol3/papers.cfm?abstract_id=3339421. Consultado el 
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misma de la interpretación (y de la integración)84. Pero en realidad, ¿es 
esto así85?
Así, por ejemplo, Green86 ha señalado cómo en este nuevo escenario de 
los contratos inteligentes no se puede perder de vista el proceso para ajustar, 
adaptar o traducir los contratos escritos al código informático, teniendo en 
cuenta que no solo es diferente el lenguaje de los contratos inteligentes del 
lenguaje humano al que se enfrentan normalmente los jueces, sino que tam-
bién su arquitectura lógica es diferente, por lo que se presenta el problema de 
ofrecer al eventual juez dentro de un proceso un experto que pueda traducir 
literalmente ese código, para “descifrar el sentido y la intención del código”87.
31 de mayo de 2019. Allí, los autores, de forma muy acertada, señalan cómo “el último 
paso de este camino darwiniano es la creencia actual muy difundida de que los contratos 
inteligentes son herramientas capaces de subsumir cualquier aspecto del acuerdo dentro 
del ámbito tecnológico, de forma coherente con (una lectura equivocada de) la lección de 
Lessig que establece que hoy en día ‘el código es la ley’”. Como señalan los autores, son 
dos las posiciones para encuadrar estos “contratos inteligentes”: como verdaderos con-
tratos de derecho privado o como protocolos innovadores para transferencia de datos y, en 
este último caso, el impacto de la figura en el mundo jurídico se reduciría drásticamente.
84 Así, recientemente, michel cannarsa, “Interpretation  Contracts and Smart Con-
tracts: Smart Interpretation or interpretation  Smart Contracts?”. European Review 
of  Private Law, n.º 6, 2019, p. 781: “el código informático no requiere y posiblemente 
no deja margen para la interpretación”, y p. 782: “los contratos inteligentes no parecerían 
permitir ya el tipo de integración por parte de los jueces con base en criterios bastante 
amplios, variables y no definidos de forma estricta”.
85 Para otros aspectos que podrían entrar en conflicto con el funcionamiento de los “con-
tratos inteligentes”, véase daniela corredor, “Los smart contracts, la red Blockchain y 
el derecho de retracto”. Disponible en: https://propintel.uexternado.edu.co/los-smart-
contracts-la-red-blockchain-y-el-derecho-de-retracto/. Consultado el 15 de enero de 
2019. Allí se pone de presente cómo el mismo funcionamiento de este tipo de mecanismos 
de ejecución automática de las obligaciones contractuales pondría en riesgo o anularía de- 
rechos para la protección de los consumidores previstos en el estatuto, tales como el 
derecho de retracto.
86 green, óp. cit., p. 240.
87 stuart levi y alex lipton, “An introduction to Smart Contracts and their Potential and 
Inherent Limitations”, en Harvard Law School Forum on Corporate Governance and Fi-
nancial Regulation, 2018. Disponible en: https://corpgov.law.harvard.edu/2018/05/26/
an-introduction-to-smart-contracts-and-their-potential-and-inherent-limitations/. 
Consultado el 15 de enero de 2019: “Los contratos inteligentes presentan un problema 
para el ejercicio forense de la interpretación contractual. Actualmente, cuando el sentido 
de un contrato es objeto de controversia por las partes, el juez tomará en consideración 
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Esto, además, dejando de lado el hecho de que, dada la naturaleza apa-
rentemente intangible de mecanismo de autoejecución, el único remedio 
al que podría acudir el juez ante un desacuerdo de las partes en la forma como 
quedó “redactado el código” sería ordenar la reescritura del código (si esta 
solución resulta todavía viable y existe todavía un interés actual y legítimo de 
los contratantes detrás del código)88. Otros autores han señalado cómo, en el 
ámbito específico de los contratos entre profesionales, esta nueva tecnología 
podría también desplazar los esfuerzos del momento de la negociación en el 
momento del incumplimiento, en cuanto con mayor razón ante un mecanismo 
de ejecución automática de las eventuales obligaciones derivadas del contrato, 
ningún sentido tendría invertir recursos en las negociaciones para tratar de 
concebir las distintas eventualidades durante la ejecución del contrato. Si se 
presenta un evento no previsto en el momento de la ejecución, entonces las 
partes pueden determinar que solo en ese momento determinarán qué hacer89. 
Así mismo, parecería que la forma exacta y automática de la autoejecución 
eliminaría cualquier espacio para la interpretación. Como no habría espacio 
para la ambigüedad, pues todo estaría claramente determinado, no habría 
espacio para la interpretación90. Desde otra perspectiva, el surgimiento de 
el sentido que el contrato tendría para un observador humano razonable. Sin embargo, 
cuando ese acuerdo es escrito en un código informático y está dirigido para comunicarse 
con una inteligencia artificial, la relevancia de una interpretación de un observador hu-
mano razonable es discutible. No existe algo como un computador razonable. Si bien el 
juez puede acudir a los servicios de un programador profesional para traducir el código 
en lenguaje humano, el proceso de interpretación de ese lenguaje sigue siendo una respon-
sabilidad del juez. Y dado que la arquitectura lógica del código informático es diferente al 
empleado por el lenguaje humano, la tarea de interpretar esa traducción simplemente no 
es la misma que la tarea de interpretar el lenguaje usado para la comprensión humana”.
88 green, óp. cit., p. 248.
89 levi y lipton, óp. cit. De hecho, como señalan pardolesi y davola, óp cit., p. 9, la de-
terminación de la verdadera naturaleza del “contrato inteligente” “revela que la narrativa 
tradicional de los contratos inteligentes como herramienta para reducir tiempo y costos 
de transacción puede ser superficial, en la medida en que la creación de un (verdadero) 
contrato inteligente requiere la contribución de una pluralidad de personas”.
90 Así, levi y lipton, óp. cit.: “Las partes conscientemente puede optar por dejar una 
disposición algo ambigua en un contrato con el fin de permitirse cierta flexibilidad para 
aducir que esa disposición debería ser interpretada a su favor. Esta aproximación a la con-
tratación se vuelve más difícil con los contratos inteligentes donde el código informático 
exige una exactitud que no se encuentra en la negociación de los contratos basados en 
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contratos “autodirigidos” en los que las partes solamente fijan objetivos gene-
rales (“microdirectivas”), que luego son traducidos en contenido contractual 
concreto mediante algoritmos o inteligencia artificial, lo que “automatiza- 
ría tanto la creación como la interpretación del contenido que luego se ejecu-
taría igualmente de forma automatizada”, con lo que el contrato, en última 
instancia, sería completo91. Todo esto partiendo de la idea claramente errónea 
de que la interpretación solo cabe ante la falta de claridad, y pasando por alto el 
hecho de que, en cualquier caso, el “contrato inteligente” se incrustaría en una 
relación contractual que dio origen a las obligaciones que se están ejecutando 
de forma automática, por lo que se deben interpretar a la luz de la operación 
económica de la que hacen parte, recurriendo a los mismos criterios o técnicas 
de interpretación previstos para los contratos en general92.
Toda esta situación se vuelve más compleja si se tiene en cuenta que, por 
regla general, los términos incorporados en el algoritmo serían considerado 
condiciones generales predispuestas unilateralmente; siendo así, cuando se 
masifique esta tecnología, los contratos celebrados mediante ese mecanismo 
enfrentarán la situación de que una de las partes no estará en la capacidad de 
leer el código, y para proteger a la parte “débil” se deberían adoptar meca-
nismos especiales93. Así, por ejemplo, ha sido señalado que “podría volver-
se obligatorio ‘traducir’ en un lenguaje natural y común las disposiciones 
un texto. Un contrato inteligente no puede incorporar cláusulas ambiguas ni se pueden 
dejar ciertos escenarios abiertos”. En similar sentido, raskin, óp. cit., p. 324.
91 anthony casey y anthony niblett, “Self-driving Contracts”, Journal of  Corpora-
tion Law, vol. 43, n.º 1, 2017, p. 31 “En un mundo en el que las cláusulas contractuales 
son claras, explícitas, y no dejan nada abierto para la renegociación o la interpretación, la 
posibilidad de que una cláusula requiera interpretación se reduce”.
92 maren Woebbking, “The impact  Smart Contracts on Traditional Concepts  Con-
tract Law”, jipitec, vol. 10, n.º 1, 2019, p. 111: “Interpretar un lenguaje de programa-
ción seguramente causará problemas a los jueces. En tales casos, el recurso a la resolución 
extrajudicial de conflictos puede ser una opción adecuada. Sin embargo, especialmente 
precario sigue siendo la interacción entre la interpretación del código del contrato inteli-
gente y el respecto contrato escrito subyacente. […] Será crucial que las partes estipulen 
explícitamente en qué medida el código del contrato inteligente servirá para la interpre-
tación”.
93 stefan grundmann y phillip hacker, “The Digital Dimension as a Challenge to Euro-
pean Contract Law – the Architecture”, en Stefan Grundmann (ed.), European Contract 
Law in the Digital Age, Cambridge: Intersentia, 2018, p. 39.
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codificadas”94. En este escenario, la utopía de un contrato “poscooperativo”, 
que “facilitaría una completa simetría de información y un proceso comple-
tamente transparente” en cuanto se trataría de un contrato “que prescindiría 
de la confianza”95, se desmoronaría.
En fin, economía, tecnología y sociedad: todos elementos sumariamente 
expuestos que, sin duda, han contribuido y siguen contribuyendo a la crecien-
te complejidad del contrato y a moldear la arquitectura de la interpretación.
4 .  una  e va luac i n  g en e ra l :  v i g enc i a  e  i n t e r p r e tac i n 
d e  la s  norma s  d e  i n t e r p r e tac i n  contrac tua l
¿Qué se puede concluir del discurso desarrollado hasta ahora? Lo primero 
que se observa es que, gracias a la necesaria interacción entre jurisprudencia 
y doctrina, a partir de los principios del mismo Código, las reglas de interpre-
tación contractual han venido siendo complementadas. Ejemplo de ello es el 
fortalecimiento del canon de interpretación referido a la etapa precontractual 
y al contexto (comportamientos, circunstancias, declaraciones que rodearon la 
celebración del contrato), y más en general al reconocimiento y fortalecimiento 
del papel de la buena fe también en la interpretación del contrato.
Esa misma actualización se ha hecho patente en el tema del contrato asi-
métrico, con un mayor desarrollo en el ámbito de los contratos con el consu-
midor. Se hace énfasis en ciertas reglas y se pone en tela de juicio la vigencia 
de cánones tradicionales, como es el de la intención de los contratantes. Se 
consolidan mecanismos de integración-depuración considerados ahora fun-
damentales para conservar la “justicia del contrato”96.
En general, se observa un desplazamiento del énfasis en la estructura del 
contrato (aspecto estático) a la relación contractual (aspecto dinámico), un 
desplazamiento de la atención de la libertad a la preocupación por la justicia97. 
Si la preocupación por la igualdad real lleva al reconocimiento del pluralis-
mo, algo similar ha ocurrido en el ámbito del contrato y, por supuesto, en el 
94 Ibíd.
95 Así, por ejemplo, raskin, óp. cit., p. 319.
96 A decir verdad, especificaciones o depuraciones del principio de buena fe ya consagrado 
por Andrés Bello en coherencia con la tradición romanista.
97 pennasilico, “Contratto e giustizia dello scambio nella…”, óp. cit., p. 287.
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ámbito de su interpretación. La realidad del contrato, el reconocimiento de 
distintas situaciones en aras de garantizar esa igualdad real, ha llevado a una de- 
construcción del mito del contrato monolítico y ha emergido la necesidad 
de graduar con distinta intensidad la cuestión interpretativa.
Esta “relatividad” de la interpretación está determinada por una correcta 
comprensión de los cánones de interpretación y todo esto sin duda alguna tiene 
una connotación política. La interpretación desde siempre se ha enfrentado 
al miedo que despierta la intervención del juez en el contrato98. La cuestión, 
sin embargo, también depende de la misma concepción del contrato. Cuando 
se asume que el contrato, siempre y en toda situación es “solo de las partes”, se 
opta por limitar al máximo el poder de intervención del juez. Esto se hace evi-
dente cuando se observan los riesgos que surgen de las cláusulas contractuales 
que buscan la limitación de la interpretación y de la integración (merger clauses, 
no oral modification clauses), cláusulas de origen anglosajón y cuya circulación 
indiscriminada sin conocer el contexto en el que surgieron las mismas pare-
cería contradecir los principios de hermenéutica del Código Civil99.
Por lo tanto, a la pregunta final de si siguen vigentes las reglas de interpre-
tación del contrato previstas en el Código Civil elaborado por Andrés Bello, 
quizás se deba responder que el problema no es tanto que se conserven las 
mismas las reglas o se piensen introducir unas nuevas; en realidad, lo determi-
nante será el contenido y el uso que se haga de estas. Por supuesto que las 
reglas actualmente previstas requieren un complemento, que ya se ha venido 
haciendo por vía jurisprudencial y de estatutos especiales. Pero si se miran los 
instrumentos jurídicos en materia de contratos más recientes y que tocan el 
98 Como se señaló al inicio con el pensamiento de Laurent (véase nota 38), pero que es válido 
para otros autores y otras épocas.
99 Por esto mismo, en el ámbito del consumidor, una limitación o exclusión de las reglas de 
interpretación e integración sería inadmisible. Así, por ejemplo, la solución que estaba 
contenida en la Propuesta del Reglamento Relativo a una Normativa Común de Com-
praventa europea de 2014, que establecía en su artículo 72 que, en un contrato entre un 
comerciante y un consumidor, este no estaría vinculado por la cláusula de integridad. 
Sobre este tipo de cláusulas como manifestación de la contractualización del poder judi-
cial de interpretación, véase geneviève helleringer, “Quand les parties font leur loi. 
Reflexions sur la contractualisation du puvoir judiciaire d’interpretation”, en Gregory 
Lewkowicz (ed.), Repenser le contrat, París: Dalloz, 2009, pp. 275 y ss. En Colombia, una 
posición tendencialmente contraria a la plena eficacia de ese tipo de cláusulas es expuesta 
por jaramillo jaramillo, óp. cit., pp. 275 y ss.
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tema de la interpretación, se encuentra que, formalmente, se mantienen en 
líneas generales las técnicas, criterios y cánones milenarios: intención de los 
contratantes, buena fe, interpretación sistemática, consideración de los ele-
mentos contextuales relevantes, etc.100. Lo que va a resultar determinante 
entonces es la comprensión que se dé a cada una de esas técnicas y el peso 
ponderado de los distintos argumentos hermenéuticos101; en este sentido, en 
ordenamientos jurídicos como el alemán se ha llegado, por ejemplo, a rela-
tivizar o no aplicar el criterio de interpretación a favor del consumidor para 
buscar soluciones que, en última instancia, pueden resultar más beneficiosas 
para la parte cuya protección se persigue, buscando, por ejemplo, una plena 
aplicación del régimen de las cláusulas abusivas102.
100 Basta con mirar algunos de los instrumentos internacionales, reformas recientes a códi-
gos civiles o nuevos códigos civiles expedidos. Desde los Principios Unidroit, el Marco 
Común de Referencia Europeo, pasando por nuevo el nuevo Código Civil y Comercial 
de la República Argentina, llegando a la reciente reforma al Código Civil francés.
101 gentili, óp. cit., pp. 325 y ss.; calderai, Interpretazione dei contratti e argomentazione 
giuridica, óp. cit., pp. 452 y ss.
102 En efecto, en Alemania se ha señalado que si se optase por dar plena aplicación a la regla 
de interpretación en su planteamiento tradicional, esto es, si en caso de ambigüedad se 
optase siempre e incondicionalmente por el significado más perjudicial para el predis-
ponente (es decir, el más favorable al adherente), ello podría conducir en determinados 
casos a que una cláusula que objetivamente es abusiva, al asignársele el significado más 
benigno, pase la prueba de los controles de contenido, lo que no ha sido visto con bue-
nos ojos, pues ello podría conducir a un debilitamiento de los instrumentos legales de 
protección más incisivos, lo que a la postre llevaría a una inoperatividad del “núcleo 
fuerte” de la disciplina misma. Bajo estas circunstancias, ha parecido preferible optar 
por dar plena aplicación a los mecanismos de control del contenido del contrato, de 
modo que la tendencia actual, tanto en la doctrina como en la jurisprudencia, es reco-
nocer dos “fases” de aplicación de esta regla de interpretación: a) ante la ambigüedad 
de una cláusula se debe optar por el significado más desfavorable al adherente (Kun-
defeindliche), significado que debe ser puesto a prueba con los mecanismos de control 
del contenido; b) si aun así la cláusula “sobrevive”, es decir, si aun atribuyéndole a la 
cláusula el significado más negativo para el adherente, esta no recae en ninguna de las 
hipótesis de cláusula abusiva, solo entonces se tomará el significado más benévolo para 
el adherente. Esta es la posición fijada en la sentencia del Tribunal Federal alemán del 
11 de febrero de 1992, en njW, 45, 1992, 1099. El fallo encuentra amplio apoyo en la 
doctrina, véase, por ejemplo, manfred Wolf y christina ungeheuer, Zum Recht der 
allgemeinen Geschäftsbedingungen-Teil 1, JZ, 2, 1994, p. 84.
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En esta medida es necesario ver la cuestión de la hermenéutica contrac-
tual desde una perspectiva de intensidad de la intervención del juez, que solo 
se puede determinar dependiendo del tipo de contrato frente al que nos en-
contramos. Así como la función social de la propiedad no se puede predicar 
de la misma manera para todos los bienes103, la “función social” del contrato 
tampoco se puede predicar de la misma manera en todas las situaciones con-
tractuales. Al fin y al cabo, se trata de un delicado equilibrio (¿malabarismo?) 
entre el respeto a los intereses que las partes buscaron satisfacer al vincularse 
y las exigencias de justicia provenientes de los principios y valores del orde-
namiento jurídico.
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